
 
Número Identificador 
RES2018_________________ 

ESTADO LIBRE ASOCIADO DE PUERTO RICO 
TRIBUNAL DE APELACIONES 

PANEL II 
 

OBE E. JOHNSON 
 

Peticionario 
 

v. 
 

ADMINISTRACIÓN DE 
CORRECCIÓN 

 
Recurrido 

 
 
 
 

KLCE201801208 

Certiorari procedente 
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Instancia, Sala Superior 
de Guayama 
 
Número: 
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Sobre: Mandamus  

Panel integrado por su presidente, el Juez González Vargas, la Juez Ortiz 
Flores y el Juez Rodríguez Casillas 
 
Ortiz Flores, Juez Ponente 
 

RESOLUCIÓN 
 

 En San Juan, Puerto Rico, a 28 de septiembre de 2018. 

Comparece el señor Obe E. Johnson (Sr. Johnson; peticionario) 

por derecho propio mediante recurso de certiorari y nos solicita la revisión 

de la Sentencia dictada por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de 

Guayama (TPI) el 9 mayo de 2018 y notificada el 16 de julio de 2018. En 

el mencionado dictamen, entre otras cosas, el TPI desestimó sin perjuicio 

el recurso de mandamus presentado por el peticionario.  

Adelantamos que denegamos la expedición del presente recurso 

por falta de jurisdicción por tardío.  

I 

Surge del expediente que el Sr. Johnson presentó Demanda de 

mandamus contra la Administración de Corrección (Corrección) el 5 de 

diciembre de 2017. Asimismo, surge que posteriormente presentó otra 

Demanda el 22 de mayo de 2018 también contra Corrección. En síntesis, 

el remedio que el Sr. Johnson solicitó consistía en ser entrevistado por la 

prensa del país por alegadamente ser víctima de discrimen. Así las cosas, 

el TPI celebró vista sobre estado de los procedimientos el 9 de mayo de 

2018 en la que compareció el peticionario junto a su representación legal, 

la representación de Corrección y una traductora. Luego de recibir la 
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postura de ambas partes en la mencionada vista, el TPI emitió Sentencia1 

el 9 de mayo de 2018, notificada el 16 de julio de 20182, en la que 

desestimó sin perjuicio ambos recursos. En su determinación el TPI 

expresó lo siguiente:  

[…] 
Discutidas y evaluadas las argumentaciones de las partes, 
este Tribunal ordena a la Administración de Corrección para 
que una vez cualquier prensa televisiva, radial o escrita 
interese realizar una entrevista o reportaje relacionado al 
caso de Obe E. Johnson sea canalizada a través de la 
Oficina de Prensa con la celeridad que amerita y 
protegiendo el derecho a la libre expresión que este asiste a 
[e]ste. Que se le permita al demandante, a través de la 
técnico sociopenal, realizar las llamadas correspondientes 
para las gestiones pertinentes. Se le indica al demandante 
que el tribunal no puede obligar a ningún medio de 
comunicación a realizar la entrevista de no estar de 
acuerdo. Se le ordena, además, que se le provea al 
demandante cualquier prensa escrita o periódico.    
[…] 

No surge del expediente que tuvimos ante nuestra consideración, 

ni del portal de la Rama Judicial que el peticionario presentara solicitud de 

reconsideración de dicha Sentencia. Sin embargo, el Sr. Johnson incluyó 

copia de una Resolución y Orden3 emitida el 29 de junio de 2018 y 

notificada el 16 de julio del mismo año, la que atiende una Moción por 

derecho propio. En esa Resolución y Orden el TPI le ordenó a Corrección 

a expresar su posición sobre lo solicitado por el peticionario en un término 

de diez (10) días, y también ordenó que se notificara la Sentencia emitida 

el 9 de mayo de 2018. Así pues, Corrección presentó el 23 de julio de 

2018 una Moción4 en la que, en síntesis, expresó que no tenía nada más 

que informar más allá de la postura expuesta en la vista celebrada el 9 de 

mayo de 2018.   

Inconforme, el peticionario presentó ante nosotros el presente 

recurso de certiorari. Este, fue presentado en la Secretaría del Tribunal de 

Apelaciones el 30 de agosto de 2018. No obstante, surge del manuscrito 

                                                 
1 Véase Anejo IV de la petición de certiorari.  
2 Surge del portar de la Rama Judicial que la Sentencia se notificó originalmente el 25 de 
mayo de 2018. No obstante, de los anejos incluidos por el peticionario surge que el TPI 
emitió Resolución y Orden el 29 de junio de 2018, notificada el 16 de julio de 2018 en la 
que, entre otras cosas, ordenó que se notificara la Sentencia del 9 de mayo de 2018.  
3 Véase Anejo III de la petición de certiorari.  
4 Véase Anejo V de la petición de certiorari.  
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presentado por el peticionario la fecha del 24 de agosto de 2018. 

Asimismo, del matasellos del sobre donde se incluyó el recurso surge una 

fecha que no podemos precisar pero que se encuentra entre el 20 al 29 

de agosto de 2018. El escrito presentado por el peticionario no incluye 

propiamente señalamientos de errores, pero del mismo se desprende que 

la solicitud de este es a los efectos de que “[t]his court should please 

order the W.A.P.A. or the Telemundo television [b]roadcast, to kindly visit 

me at the Guayama 500 prison to have a face-to-face interview with the 

[b]roadcast television new[s] media to discuss of my incarceration. I ha[ve] 

already claim[ed] to the Federal Court that the Sentence issued against 

me is illegal[…].” 

Transcurrido el término reglamentario sin que Corrección 

presentara su postura ante nosotros, resolvemos.  

II 

Es norma conocida en nuestro ordenamiento jurídico que los 

tribunales debemos ser celosos guardianes de nuestra jurisdicción y que 

por ello estamos obligados a considerar este asunto aun en ausencia de 

planteamientos a estos efectos por las partes. Juliá et al. v. Epifanio Vidal, 

S.E., 153 DPR 357, 362 (2001). No poseemos la facultad de atribuirnos 

jurisdicción si no la tenemos; tampoco las partes en litigio nos la pueden 

otorgar.  Maldonado v. Junta Planificación, 171 DPR 46, 55 (2007). La 

ausencia de jurisdicción es, simplemente, insubsanable. Id. Cuando un 

tribunal determina que no tiene autoridad para atender un recurso solo 

puede así declararlo y desestimar el caso. Caratini v. Collazo Syst. 

Análisis, Inc., 158 DPR 345, 355 (2003).  

Cónsono con lo anterior, la Regla 83 del Reglamento del Tribunal 

de Apelaciones nos concede facultad para denegar un auto discrecional, 

entre otras razones, por falta de jurisdicción. 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 83(C). 

La jurisdicción es un asunto que debemos examinar cuidadosamente, 

pues si no poseemos autoridad en ley para dirimir una causa cualquier 

pronunciamiento será nulo, salvo que sea para declarar la falta de 
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jurisdicción y desestimar. Pagán v. Alcalde Mun. de Cataño, 143 DPR 

314, 326 (1997). Por ello, las cuestiones jurisdiccionales deben ser 

resueltas con preferencia. 

III 

En el presente caso el peticionario nos solicita la revisión de la 

Sentencia emitida por el TPI el 9 de mayo de 2018. Dicha determinación 

se notificó originalmente a las partes el 25 de mayo de 2018. No obstante, 

el 16 de julio de 2018 se volvió a notificar la misma. Por ser esta fecha la 

más favorable para el peticionario, tomaremos la misma como la fecha de 

notificación para computar desde cuándo transcurre el término para 

presentar el recurso de certiorari. Así pues, De un simple cálculo 

matemático se desprende que el peticionario tenía hasta el miércoles 15 

de agosto de 2018 para acudir ante nosotros y solicitar la revisión de la 

Sentencia emitida por el foro primario. No obstante, el presente recurso 

de certiorari se presentó en la Secretaría del Tribunal de Apelaciones el 

30 de agosto de 2018. Aun si tomáramos la fecha del 24 de agosto 2018 

que es la fecha que se encuentra en el manuscrito realizado por el 

peticionario, llegaríamos a la misma conclusión. Lo anterior nos priva de 

jurisdicción y nos impide considerar el asunto en sus méritos. Por ello, no 

podemos sino denegar la expedición del auto de certiorari por falta de 

jurisdicción por tardío.  

IV 

Por los fundamentos antes expuestos, al amparo de la Regla 83 

(C) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-A, R. 

83 (C), denegamos la expedición del auto de certiorari por falta de 

jurisdicción por tardío. 

Lo acordó el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del Tribunal de 

Apelaciones.   

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
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